
Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata., Pretensión Restablecimiento de Derechos. Ajuste Haberes. Excepción Reclamo Previo. Demandabilidad Directa.
Con fecha 20 de Agosto de 2009, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata en la causa Nº 9300 CCALP “GROSSO JORGE ANTONIO Y OTROSC/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES Y OTRO/A S/ PRETENSION RESTABLECIMIENTO O RECONOC DE DERECHOS” resolvió hacer lugar al recurso de apelación de la parte demandada, revocar la resolución atacada y declarar inadmisible la pretensión administrativa promovida.
CAUSA Nº 9300 CCALP “GROSSO JORGE ANTONIO Y OTROSC/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES Y OTRO/A S/ PRETENSION RESTABLECIMIENTO O RECONOC DE DERECHOS”

En la ciudad de La Plata, a los veinte días del mes de Agosto del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, con la presencia de los Señores Jueces Dres. Gustavo Daniel Spacarotel, Gustavo Juan De Santis y Claudia Angélica Matilde Milanta, para entender en la causa "GROSSO JORGE ANTONIO Y OTROSC/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES Y OTRO/A S/ PRETENSION RESTABLECIMIENTO O RECONOC DE DERECHOS", en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N°1 del Departamento Judicial de la Plata (Expte. Nº -13979-), previo sorteo y deliberación, se aprueba la siguiente resolución.

La Plata, 20 de Agosto de 2009

VISTO Y CONSIDERANDO:

El recurso de apelación interpuesto a fs. 161/169, el Tribunal decidió plantear la siguiente

CUESTIÓN:

¿Es justo el pronunciamiento apelado?

VOTACIÓN:

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

1. Vienen los autos a esta instancia de apelación como  motivo del recurso articulado por la parte demandada contra la decisión del juez de la causa dictada a fojas 155/157.

Por ella rechaza la excepción que opusiera la parte demandada con fundamento en la ausencia de reclamo previo en sede administrativa, y declara admisible la pretensión articulada (conf. arts. 35 inc. 1 ap. i, 36 inc. 1 y concs. del CCA).

            Para decidir en esa dirección, el fallo apelado, aplicando por extensión el criterio judicial emergente del caso “Gaineddu” (SCBA B-64.553), valora sin necesidad aquél tránsito previo.

También  se inspira en el principio favorable a la procedencia de la acción como regla de exégesis y en lo que considera un  ritualismo inútil (conf. art. 14 inc. b) ley 12.008 (t. seg. ley 13.101).

Con ese cuadro el despacho recurrido desestima la defensa opuesta por la parte demandada.


De ese modo se clausura en primera instancia el debate, en el contexto de una demanda por la que se persigue el reconocimiento del derecho a percibir la asignación por “Compensación por Recargos de Servicios” (horas CORES).


Así llega a esta alzada el contradictorio.

2. El recurso de apelación de la demandada obra a fojas 161/169. 

La pieza impugnatoria luce admisible por aplicación de las disposiciones contenidas en los artículos 55 inciso 2 apartado c), 56 y concordantes de la ley 12.008, mereciendo tratamiento en sus fundamentos con arreglo a lo previsto por los artículos 58, 59 y concordantes del mismo cuerpo legal adjetivo.

Esa tarea habré de abordar, anticipando su resultado favorable.


Valoro presente error de juzgamiento.




En efecto, que el espacio final de la controversia se sitúe en el cobro de haberes no percibidos, no quita la necesidad de recorrer los andariveles administrativos suficientes para provocar una decisión que exprese la voluntad del órgano emisor, sea ésta tácita o expresa, pues sin ella no hay caso judicial susceptible de instalarse en la jurisdicción.

Bien entendido que ese es el contorno necesario para cualquier acción con propósito en el control de legalidad, que es, precisamente, el que ha elegido cursar la parte actora sobre la base del reconocimiento del derecho que invocara.

Para más, que el proceso administrativo en la Provincia haya escapado al perfil “revisor” excluyente del sistema anterior (conf. art. 149 inc. 3 CPBA), sustituido hoy por el actual artículo 166 de su Constitución, no significa que esa especie haya sido suprimida colocando a la función administrativa en estado continuo de demandabilidad directa, siempre y en todos los casos. 

El cambio del paradigma del exceso de poder no implica semejante derivación.

Pues, a cambio, la ley adjetiva ha establecido un sistema plural de pretensiones, dentro  del espacio de unidad de la acción contenciosa (conf. arts. 12, 13 y ccs. ley 12.008), que admiten procesos propios de inspección de legalidad (vgr. arts. 12 incs. 1 y 2 del CCA), distinguidos de otros ajenos a ese cartabón (vgr. art. 12 incs. 3, 4 ó 5 del CCA).

En ese marco, está claro que decidida la pretensión por la ruta anulatoria o de restablecimiento de derechos, el proceso será “revisor” y, como tal, se hallará sujeto a las reglas de agotamiento de la instancia que el mismo sistema procesal provee (conf. art.14 y ccs. ley 12.008).

La exigencia prevista por el artículo 18 inciso  d) de la ley 12.008 (t.seg. ley 13.101), para la segunda de las mencionadas, resulta ilustrativa para despejar toda duda acerca de la necesidad del acto previo que reúna condición suficiente para causar estado. 

Los actores han elegido esa vía de inspección y a ella deben sujeción en términos de habilitación de la instancia.

Por lo tanto, la falta de reclamo administrativo previo es un óbice sustancial para franquear el acceso judicial de su reclamo (conf. art. 14  y ccs. CCA).

La condena al pago del crédito en que se asienta la demanda no obsta a que su procedencia encuentre lugar de impulso en una decisión previa, pues ésta siempre será necesaria para llevar a juicio a una conducta que carece de otro modo de expresión formal, y que la requiere para que exista la “voluntad” imputable al estado en ejercicio de la función administrativa.

Sin ese paso previo, a transitar por el estamento de la administración activa, no hay supuesto de controversia que merezca el acceso a la jurisdicción.

El reconocimiento de las diferencias que requieren los actores no puede desprenderse de esa previa declaración, ni de su anulación, en su caso. Sea aquélla tácita o expresa.

Como se ve, ninguna relación guarda con el contorno de la contienda suscitada en éste el precedente que cita el juez de la causa.

Surge así carente de sostén el argumento del rigorismo formal inútil que trae también como fundamento ese despacho, pues queda claro que si no ha habido pronunciamiento de la administración en sus instancias decisorias mal puede interpretarse que el reclamo, ante esa situación, constituya un ritual inconducente.

Al contrario, tan imprescindible es que define la presencia misma de la voluntad administrativa como materia propia del conflicto a radicar en sede judicial.

Así las cosas el ensayo de los demandantes por procurar su posición de defensa en la innecesariedad del agotamiento previo de la vía, resulta estéril y el fallo que lo estima erróneo.

Resta por considerar el planteo de fojas 149/152 relativo a la declaración de inconstitucionalidad del artículo 14 de la ley 12.008 (t. seg. ley 13.101).

 
He de señalar que no aprecio reparo ninguno de constitucionalidad para la norma de forma que agravia al apelante (art. 14 ley 12.008).


Comienzo por destacar el perfil de pluralidad de pretensiones que, en el marco de la acción única, he señalado más arriba para dar identidad al proceso de juzgamiento de conductas estatales en ejercicio de funciones administrativas.


A partir de ese sitio puede apreciarse sin vacilación que la regla establecida por el artículo 166 de la Constitución de la Provincia no ha sido alterada. 

Antes bien, el legislador ha discriminado con suficiente precisión cuales pretensiones requieren de ese tránsito previo, y cuales no.


Me remito en ese detalle a lo expuesto más arriba, en el presente acápite.


Ninguna cláusula constitucional ha sufrido alteración por el legislador común, aún vista su reglamentación desde la discutible óptica que brindan los actores.


Nada agregan a esa construcción las citas que traen, concernientes a precedentes de ésta cámara, pues sólo han podido congregar opinión unánime aquéllos casos en los cuales el acto traído a decisión judicial causaba estado, vale decir, era procedente de la máxima autoridad con potestad decisoria definitiva.


Muy lejano queda éste de parecerse a ninguno de esos antecedentes.


Por ello, también merece desestimarse la impugnación de constitucionalidad que ha sido considerada.

El conjunto argumental expuesto responde al criterio que vengo sosteniendo en precedentes de similar perfil del que no encuentro razones para apartarme (conf. causas CCALP n° 9158 y CCALP n° 5838, entre otros).


Por todo ello,  expreso mi  voto por la negativa a la cuestión planteada.


Propongo: 


Hacer lugar al recurso de apelación de la parte demandada y revocar la resolución atacada en todo cuanto ha sido motivo de sus agravios y declarar inadmisible la pretensión administrativa promovida (arts. 14,  35 inc.1, i); 36 inc. 2, c) “in fine”;  55 inc. 2 c);  56, 58 y concs. Ley 12.008; t. seg. ley 13.101).


Costas de la instancia por su orden (art. 51 CCA).


Así lo voto.


A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

1. He de dejar a salvo que no comparto el criterio que expone el juez de primer voto acerca del carácter revisor de la justicia administrativa provincial, pues ese carácter no se compadece con las bases constitucionales que la informan (arts. 15, 166 y concs. Const. Prov.; doctr. S.C.B.A  B-64.553, “Gaineddu”, res. del 24-4-03).


El principio de demandabilidad que rige en la materia –mencionado a fin de despejar toda duda como directa demandabilidad del Estado- implica el acceso a la justicia ante la presencia del caso (art. 166, cit.; doctr. art. 116, Const. Nac.).


Es en este punto, antes que en la necesidad de agotamiento de la vía administrativa, donde encuentro inmadura o anticipada la formulación de la pretensión procesal y por ende fundado el planteo de la excepción (en sent. conc. causa N° 9158, CCALP, “Aballay”, res. del 12-5-09).

2. Los actores requieren el reconocimiento del derecho a un ajuste del beneficio previsional que perciben de la Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, mejora que no ha sido motivo de pedimento ni de rechazo por parte de ese organismo, encargado de administrar el sistema, de discernir y resolver lo concerniente a tales prestaciones (cfr. arts. 1, 2, 6 y concs., decreto ley 9538/80 y arts. 1, 2, 7, 58 y concs., ley 13.236).


En lo sustancial, el planteo de la actora consiste en agraviarse por la inactividad en que incurrieran la Caja demandada y la Provincia de Buenos Aires, endilgándoles omisión de trasladar por aplicación del principio de movilidad, al haber de los pasivos, el incremento o suplemento que se les abona a los activos consistente en el rubro “horas CO.R.E.S” –Compensación por Recargo de Servicios-.


Empero, no se advierte el desconocimiento actual del derecho que se invoca, toda vez que por tratarse del traspaso de un emolumento determinado a las prestaciones que refleje la proporcionalidad que impera en la materia, se torna preciso el ejercicio de la competencia administrativa por el ente que la tiene asignada. Al menos para tener por conformado un caso que promueva la intervención judicial.


2. Por lo expuesto, en mi opinión, el defecto de admisibilidad de la pretensión no proviene del incumplimiento del art. 14 del C.C.A., sino de que no se ha suscitado el ejercicio de la función administrativa y, con ello, el caso no se ha configurado, con arreglo a los términos de la cláusula general (art. 166, quinto apartado, Constitución provincial).


El incremento de la prestación de los actores, por cómputo del referido suplemento no ha sido solicitado al ente público que administra el sistema previsional, a quien incumbe el ejercicio de la competencia relativa al otorgamiento de los beneficios o de los reajustes, como el reclamado en autos. El encuadramiento de la conducta de la demandada como omisión administrativa no se presenta con claridad a los fines de la presencia de la contienda, habida cuenta de las particularidades del reclamo y de sus presupuestos que denotan, prima facie, el análisis de la mejora pretendida antes que la censura por su falta de traslado oficioso a los beneficios. Sin perjuicio de cuanto pudiese decidirse en definitiva sobre tal cuestión de fondo.

En estas condiciones, el pronunciamiento del a-quo no se ajusta a derecho. De un lado, en tanto se detiene en el carácter ritualista de la oposición planteada, cuando la observación al acceso a la justicia no obedece en rigor a ese carácter formal, sino antes bien a la falta de configuración del caso. Del otro, en tanto alude a los principios de formalismo atemperado de aplicación al procedimiento administrativo, cuando ni siquiera se encuentra abierto un trámite de tal carácter que requiera de la ponderación de su curso a la luz de las reglas que habrán de regirlo.

El principio in dubio pro actione que debe guiar la ponderación de la apertura de la justicia ante la duda sobre la presencia de sus presupuestos, no se condice con el supuesto bajo examen en el que, en todo caso, se advierte el ejercicio prematuro del derecho de acción antes que la clausura intempestiva del proceso.


En suma, la dispensa del agotamiento de la vía administrativa a la que arriba el juez de la causa, no se compadece con el sub-judice. Es que tal instituto no está en juego ya que presupone una gestión que promueva el ejercicio de la función administrativa, que no ha tenido lugar en la especie. 


3. Entiendo que lo expuesto no opera en desmedro alguno del acceso a la jurisdicción como tampoco del sistema de juzgamiento de controversias en materia administrativa (arts. 15 y 166, Const. Prov.), que consagra la Constitución, toda vez la tutela judicial requiere la presencia del caso originado en el ejercicio de la función administrativa, situación que en el sub-lite no se encuentra configurada. Circunstancias que evidencian el carácter precoz del debate que se persigue someter a decisión.


4. Por ello y razones concordantes expresadas en el voto anterior, corresponde declarar inadmisible pretensión procesal (arts. 12, 35 inc. 1. i, 36 inc. 2 c, segundo párrafo y d, ley 12.008).


Así lo voto.

A la cuestión planteada, el Dr. Spacarotel adhiere al voto de la Dra. Milanta.

Por tales consideraciones, este Tribunal

RESUELVE:

            Hacer lugar al recurso de apelación de la parte demandada y revocar la resolución atacada en todo cuanto ha sido motivo de sus agravios y declarar inadmisible la pretensión administrativa promovida (arts. 14,  35 inc.1, i); 36 inc. 2, c) “in fine”;  55 inc. 2 c);  56, 58 y concs. Ley 12.008; t. seg. ley 13.101).

Costas por su orden (art. 51, CPCA).

Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen, oficiándose por Secretaría.

Firmado: Gustavo Daniel Spacarotel. Juez. Gustavo  Juan De Santis. Juez. Claudia A.M. Milanta. Juez. Monica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº 791 (I)
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